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Anteproyecto de Ley Orgánica de Reuniones y Manifestaciones 
Públicas 

Memorando DIAJ- Nº 075 de 20 de abril de 2016. (DIAJ-DER) 
 

1. Contenido: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

EVOLUCIÓN HISTÓRICA 

TERMINOLOGÍA 

LEY ORGÁNICA DE REUNIONES Y MANIFESTACIONES PÚBLICAS 

TITULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1. Ámbito de protección 
Artículo 2. Perspectiva de género 
Artículo 3. Contenido 
Artículo 4. Orden objetivo de valores 
Artículo 5. Asuntos de interés público 
Artículo 6. Mecanismo de participación popular 
Artículo 7. Participación libre del Estado 
Artículo 8. Limitaciones 
Artículo 9. Interpretación amplia 
Artículo 10. El principio de la interpretación más favorable 
Artículo 11. Efectos recíprocos 

TÍTULO II 

DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

Capítulo I 

Principios Generales del Procedimiento 

Artículo 12. Las condiciones más favorables 
Artículo 13. El deber de asesoría y consulta 
Artículo 14. El principio de cooperación 
Artículo 15. La proporcionalidad en el procedimiento 
Artículo 16. Competencia 
Artículo 17. Informalidad 
Artículo 18. Medios electrónicos 
Artículo 19. Transparencia 

Capítulo II 

Del Deber de Notificación Previa 

Artículo 20. Permisión general 
Artículo 21. Aplicación preferente 
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Artículo 22. Deber de notificación 
Artículo 23. Finalidad 
Artículo 24. Incumplimiento 
Artículo 25. Las reuniones espontáneas 
Artículo 26. Deber de informar 
Artículo 27. Las reuniones urgentes 
Artículo 28. Liberación del plazo 

Capítulo III 

De las Limitaciones 

Artículo 29. Principio de necesidad 
Artículo 30. La imposición de condiciones preventivas 
Artículo 31. La prohibición preventiva 
Artículo 32. El lenguaje simbólico 
Artículo 33. Peligros derivados de lo expresado 
Artículo 34. La alteración de la seguridad y orden público 
Artículo 35. Principio de proporcionalidad 
Artículo 36. El pronóstico del peligro 

Capítulo IV 

De las Zonas de Seguridad 

Artículo 37. Las zonas de seguridad 
Artículo 38. Reserva legal 

TÍTULO III 

LA INTERVENCIÓN POLICIAL 

Capítulo I 

Disposiciones Generales 

Artículo 39. Aplicación preferente 
Artículo 40. Deber de protección 
Artículo 41. La responsabilidad del peligro 
Artículo 42. La contra-manifestación 
Artículo 43. Concordancia práctica 
Artículo 44. El estado de necesidad policial 
Artículo 45. Condiciones para la afectación de terceros 
Artículo 46. El ejercicio del periodismo 

Capítulo II 

Medidas de Intervención Policial 

Artículo 47. Condiciones de las medidas de intervención 
Artículo 48. Medidas que afectan el acceso 
Artículo 49. La determinación de identidad 
Artículo 50. Las inspecciones 
Artículo 51. La detención cautelar en custodia 
Artículo 52. La imposición de condiciones 
Artículo 53. Medidas que ponen fin al ejercicio del derecho 
Artículo 54. Competencia 
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Artículo 55. Eficacia de las medidas de intervención 
Artículo 56. Cumplimiento voluntario 
Artículo 57. Aplicación subsidiaria 

Capítulo III 

El Uso de la Fuerza 

Artículo 58. Competencia 
Artículo 59. Principio de suficiente capacidad 
Artículo 60. La Fuerza Armada Nacional 
Artículo 61. Prohibiciones absolutas 
Artículo 62. El uso de la fuerza 
Artículo 63. La coerción directa 
Artículo 64. El uso mortal de la fuerza 
Artículo 65. La responsabilidad del Estado 
Artículo 66. Causas de justificación 
Artículo 67. Capacitación 
Artículo 68. Planes operativos 

TÍTULO IV 

DE LA RESPONSABILIDAD PENAL Y ADMINISTRATIVA 

Capítulo I 

Disposiciones Generales 

Artículo 69. Aplicación preferente 
Artículo 70. Límites de la potestad sancionatoria 
Artículo 71. Principio de subsidiariedad 
Artículo 72. El principio de culpa 
Artículo 73. Interpretación del tipo 

Capítulo II 

Causas de Justificación 

Artículo 74. El ejercicio de un derecho fundamental 
Artículo 75. Valoración del derecho de reunión 
Artículo 76. Valoración de la libertad de expresión 
Artículo 77. Asuntos de interés público 
Artículo 78. El ejercicio del derecho de resistencia 
Artículo 79. El ejercicio del derecho de revolución 
Artículo 80. El exceso en el ejercicio del derecho 

Capítulo III 

De las Penas 

Artículo 81. La determinación de la pena 
Artículo 82. Tumulto, agavillamiento y asociación 
Artículo 83. La pena de servicios a la comunidad 

Capítulo IV 

De los Delitos contra el Derecho de Reunión 
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Artículo 84. Impedimento del derecho 
Artículo 85. Uso de armas y artefactos explosivos 
Artículo 86. Instigación de autoridades 
Artículo 87. Delitos perpetrados por funcionarios 
Artículo 88. Responsabilidad de funcionarios 

Capítulo V 

De los Delitos de Opinión 

Artículo 89. Instigación a delinquir 
Artículo 90. Intimidación pública 
Artículo 91. Instigación a la desobediencia o al odio 
Artículo 92. Requisitos 
Artículo 93. Causar pánico o zozobra 
Artículo 94. Ultraje al funcionario público 
Artículo 95. Vilipendio a las instituciones del Estado 
Artículo 96. Ofensa contra los símbolos pátrios 
Artículo 97. Perturbación de la tranquilidad pública 
Artículo 98. Intencionalidad 
Artículo 99. Insuficiencia del nivel de peligro 
Artículo 100. El análisis de lo expresado 

Capítulo VI 

De los Delitos contra el Orden Público 

Artículo 101. Desacato a la prohibición 
Artículo 102. Obstaculización de vías 
Artículo 103. Cumplimiento voluntario de la disolución 
Artículo 104. Uso de armas y artefactos explosivos 
Artículo 105. Porte de armas 

Capítulo VII 

De los Delitos contra las Instituciones Públicas 

Artículo 106. Resistencia a la autoridad 
Artículo 107. Perturbar el funcionamiento de instituciones 
Artículo 108. Oposición con violencia o amenaza 
Artículo 109. Excepción de ilegalidad 

Capítulo VIII 

De los delitos contra la seguridad de los medios de transporte y comunicación 

Artículo 110. Daños a los sistemas de transporte  
Artículo 111. Destrucción o deterioro de caminos y obras  

Capítulo IX 

De los Delitos Contra la Propiedad 

Artículo 112. Daños a la propiedad  

Capítulo X 

De los Delitos Contra la Conservación de los Intereses Públicos y Privados 
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Artículo 113. Incendio y otros delitos de peligro común 

TÍTULO V 

DE LA PROTECCIÓN JUDICIAL 

Artículo 114. Competencia judicial 
Artículo 115. Interesados 
Artículo 116. Sentencias declarativas 

TÍTULO VI 

DISPOSICIONES DEROGATORIAS 

Artículo 117. Disposición derogatoria 

TÍTULO VII 

DISPOSICIONES FINALES 

Artículo 118. Vigencia 

 

2. EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

La regulación legislativa vigente en Venezuela en materia del derecho de 

reunión y manifestación, se encuentra en la Ley de Partidos Políticos, 

Reuniones Públicas, y Manifestaciones publicada de fecha 30 de abril de 

1965. La ley fue reformada parcialmente en 2010, pero la materia de las 

reuniones públicas y manifestaciones no fue objeto de modificación. 

El Estado se encuentra obligado a respetar los derechos humanos. La 

actuación del Ejecutivo Nacional y local, así como de los órganos de 

policía y de los Poderes Judicial y Ciudadano ha sido cuestionada 

internacionalmente y calificada como una violación grosera de los 

derechos humanos. Las libertades civiles y económicas sólo pueden 

desarrollarse en un marco de democracia y respeto de los derechos 

humanos.  
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El derecho de reunión es esencial en la calidad de la democracia, porque 

establece un proceso comunicativo entre los ciudadanos, para la 

formación de la opinión pública, pero también establecen un proceso 

comunicativo entre los ciudadanos y los órganos del Estado, para la 

formación de la voluntad política. De esta manera se convierte en un 

derecho político, esto es, en un derecho a la participación en los asuntos 

públicos. 

La represión y penalización del ejercicio del derecho de reunión y 

manifestación impide el desarrollo de ciudadanos activos y capaces de 

resolver los conflictos sociales. Se impide un mecanismo de democracia 

directa. Se requiere reformar la ley para afrontar una necesidad esencial 

en el proceso democrático. 

La legislación sobre reuniones públicas y manifestaciones no es 

conforme a las garantías constitucionales de reunión y manifestación 

política. La reforma de la ley es necesaria para incorporar garantías que 

hagan posible el ejercicio del derecho de reunión. Debe establecerse con 

claridad, que el ejercicio del derecho no requiere permiso previo. 

Tampoco pueden ser establecidas prohibiciones generales, tales como las 

llamadas zonas de seguridad, cuando las mismas resulten excesivas.  

Se requiere una regulación especial del procedimiento, que permita a la 

autoridad administrativa garantizar el libre tránsito de los demás 

ciudadanos por vías alternas y ofrecer a los manifestantes suficientes 

garantías de seguridad. El Estado debe garantizar la libre determinación 
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del ciudadano en cuanto al modo, tiempo y lugar de la manifestación. La 

ley debe regular los supuestos para la prohibición de la reunión, por 

motivos de seguridad y orden público comprobados y reducir la 

discrecionalidad del funcionario. También debe ser objeto de regulación 

la imposición de condiciones para que tenga lugar la reunión. 

Se requiere una regulación especial de las normas de policía, que 

actualmente se encuentran contenidas en normas internas. La ley debe 

garantizar la prohibición del uso de sustancias tóxicas y armas de fuego 

para el control de las manifestaciones. La reunión pública debe poder 

llevarse a cabo sin la intimidación de los cuerpos policiales, entre otras 

afectaciones fácticas. La intervención policial debe encontrarse 

justificada por los motivos establecidos en la ley y precedida de una 

decisión de disolución del funcionario competente, debidamente 

notificada. También debe regularse la expulsión de individuos 

perturbadores, en los casos en que la afectación de la seguridad y orden 

público sólo derive de un grupo individualizable de personas. 

La ley debe regular de forma excluyente la materia sancionatoria. Sólo 

deben ser aplicables sanciones administrativas y penas leves a las 

infracciones de las normas de la ley. Proponemos la aplicación de penas 

de servicios a la comunidad. 

No deben aplicarse las normas penales de criminalidad organizada y de 

terrorismo. Deben ser objeto de regulación, las garantías especiales del 

proceso penal, para evitar la persecución judicial por motivos políticos. 
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En materia de normas de organización del Estado, la Constitución 

establece una estructura federal descentralizada. La materia de policía 

debe ser competencia de los Estados y los Municipios. Especialmente, 

debe garantizarse la actuación de la policía civil y no de los cuerpos 

militares, debido a que su entrenamiento está orientado a la defensa 

armada de la seguridad de la nación. 

Por todo lo anterior, se requiere una reforma legislativa urgente en 

materia de reuniones públicas y manifestaciones. Se trata de una garantía 

esencial, para el funcionamiento del Estado democrático y para permitir 

la participación de las personas en los asuntos públicos. 

2.1. Evolución histórica 

El derecho de reunión se desarrolló en Inglaterra como un derecho 

político. Su ejercicio estuvo vinculado al derecho de petición, el cual 

constituye uno de los derecho subjetivos más antiguos de los ingleses. 

Prácticamente todos los movimientos reformistas de importancia en el 

siglo XIX fueron acompañados de reuniones y peticiones. 

Con posterioridad a la independencia de Inglaterra, en 1776, el derecho 

de reunión fue reconocido por las primeras Constituciones de los Estados 

Americanos, en las declaraciones de Pennsylvania, Carolina del Norte, 



 

 

Revista Electrónica de Investigación y Asesoría Jurídica de la Asamblea Nacional | Nº 1 Marzo-Julio 2016  pág. 140 
 

Massachusetts y Maryland.108 Las disposiciones correspondientes 

consagran el derecho del pueblo, de reunirse para consultar su bien 

común, para dar instrucciones a sus representantes y para solicitar al 

órgano legislativo indemnización por daños, para dirigirse a él, para 

hacerle peticiones o para protestar. 

Los derechos de reunión y petición eran concebidos como elementos de 

participación popular en el proceso legislativo. La Constitución de 

Pennsylvania establecía un complejo proceso de aprobación legislativa 

en el que los proyectos de ley debían publicarse con anterioridad a ser 

aprobados en leyes para que el pueblo los pudiese estudiar y, haciendo 

uso de su recon�R�F�L�G�R�� �G�H�U�H�F�K�R�� �G�H�� �U�H�X�Q�L�y�Q���� �G�L�H�U�D�� �³�L�Q�V�W�U�X�F�F�L�R�Q�H�V�� �D�� �V�X�V��

�U�H�S�U�H�V�H�Q�W�D�Q�W�H�V�´���G�H���F�y�P�R���G�H�E�t�D�Q���Y�R�W�D�U���G�L�F�K�D�V���O�H�\�H�V�����/�D���S�U�L�P�H�U�D���H�Q�P�L�H�Q�G�D��

(Bill of Rights) ratificada en diciembre de 1791, a la Constitución de los 

Estados Unidos de América, del 17 de septiembre de 1787, dispone que, 

el Congreso no hará ley alguna por la que coarte �³�H�O���G�H�U�H�F�K�R���G�H�O���S�X�H�E�O�R��

para reunirse pacíficamente y para pedir al gobierno la reparación de 

�D�J�U�D�Y�L�R�V�´�� 

También en Francia se reconoció inicialmente la relación funcional entre 

el derecho de reunión y de petición. El art. 62 de la Ley del 14 de febrero 

                                           

 

108 Quilisch, Martin: Die demokratische Versammlung: zur Rechtsnatur der Ordnungsgewalt des Leiters 
öffentlicher Versammlungen: zugleich ein Beitrag zu einer Theorie der Versammlungsfreiheit. Duncker & 
Humblot, 1970, pág. 40 
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de 1789 consagraba expresamente el derecho de reunión de los 

ciudadanos, para dirigir peticiones y comunicaciones a las Instituciones. 

Una disposición similar fue recogida en la Constitución Federal para los 

Estados de Venezuela de 1811. El art. 182 disponía que, las legislaturas 

provinciales tendrían el derecho de petición al Congreso y no se 

impediría a los habitantes el de reunirse ordenada y pacíficamente en sus 

respectivas parroquias para consultarse y tratar sobre sus intereses, dar 

instrucciones a sus representantes en el Congreso o en la provincia, o 

dirigir peticiones al uno o al otro cuerpo legislativo, sobre reparación de 

agravios o males que sufran en sus propios negocios. 

La relación entre los derechos de reunión y de petición se mantuvo en la 

Constitución de la República de Venezuela de 1858, la cual disponía en 

su art. 15 que, todos los venezolanos tienen el derecho de asociarse y 

reunirse, sin armas, con cualquier objeto público o privado; y el de 

representar á las autoridades lo que estimen conveniente. 

2.2. Terminología 

Desde la Constitución Federal para los Estados de Venezuela, de 1811, 

hasta la Constitución de 1945, la terminología utilizada aludía sólo al 

�G�H�U�H�F�K�R�� �G�H�� �Ä�U�H�X�Q�L�y�Q�³���� �/�D�� �&�R�Q�V�Witución de 1947 introdujo por primera 

vez el término manifestación, en un sentido específico, al lado del 

derecho de reunión. El concepto de reunión adoptaba un doble 

significado. En primer lugar, constituía el género, que comprendía a su 
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vez, el derecho de reunión, en sentido estricto, y el derecho de 

manifestación. 

La distinción se omitió en la Constitución de 1953 y se reeditó en la 

Constitución de 1961. Esta vez se redactaron dos artículos separados, el 

art. 71, relativo al derecho de reunión, en el marco de los derechos 

individuales, y el art. 115 en el marco de los derechos políticos. La 

exposición de motivos de la Constitución de 1961 alude a la intención 

del constituyente de reunir en el Capítulo de Derechos Políticos, normas 

que estaban dispersas. El derecho de manifestación y la institución del 

asilo se colocaron en este capítulo por considerar que este era su lugar 

propio. Esta misma estructura se encuentra en la actual Constitución de 

1999. 

Por su parte, la Ley de Partidos Políticos, Reuniones Públicas, y 

Manifestaciones, vigente, excluye de su ámbito de aplicación a las 

reuniones privadas (art. 42), y sólo es aplicable a las reuniones públicas 

o manifestaciones. La noción de reunión pública está referida a las 

reuniones realizadas en lugares públicos.  

Los términos de reunión y manifestación también reciben el mismo 

tratamiento en las normas de rango sublegal. Tal es el caso Normas sobre 

la Actuación de los Cuerpos de Policía en Reuniones Públicas y 

Manifestaciones, dictada por el Ministro del Poder Popular para 

Relaciones Interiores y Justicia.  
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Como se observa, según la interpretación del legislador, las reuniones 

públicas y las manifestaciones no plantean distinción alguna en cuanto a 

su régimen jurídico. La terminología empleada en las Constituciones 

venezolanas tampoco ofrece elementos para afirmar la existencia de dos 

derechos distintos. 

Pero, a diferencia de las Constituciones europeas del siglo XIX y de la 

Constitución de 1945, la mención especial de la manifestación política 

en las Constituciones venezolanas de 1961 y de 1999, no tiene por 

finalidad permitir limitaciones especiales por el legislador, sino por el 

contrario, destacar su valor particular para el ejercicio de la participación 

política. 
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LA ASAMBLEA NACIONAL DE LA  

REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA  

En ejercicio de la atribución que le otorga el artículo 187, numeral 5, de 

la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela.  

DECRETA  

La siguiente,  

LEY ORGÁNICA DE REUNIONES Y MANIFESTACIONES 

PÚBLICAS 

TITULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1. Ámbito de protección 

Se entiende comprendido en el ejercicio del derecho de reunión y 

manifestación pública, toda agrupación de personas, con el objeto de 

realizar un debate o una declaración común dirigida a difundir una 

opinión, un anuncio o un llamado de atención al público, como 

mecanismo de participación en la formación de la opinión pública, o 

bien con el objeto del ejercicio colectivo del derecho de petición. 
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Artículo 2. Perspectiva de género 

La designación de personas en masculino tiene, en las disposiciones de 

esta Ley, un sentido genérico, referido siempre, por igual, a hombres y 

mujeres. 

Artículo 3. Contenido 

La protección del derecho de reunión y manifestación pública 

comprende la organización; la autodeterminación sobre las condiciones 

de tiempo, lugar y modo de la reunión; la convocatoria pública; el 

acceso; la participación, así como el tema y el contenido expresado 

durante las mismas. 

Artículo 4. Orden objetivo de valores 

La libertad de reunión y manifestación pública no sólo constituye un 

derecho individual, sino que también forma parte del orden objetivo de 

valores del Estado democrático. Todos los órganos del Estado tienen el 

deber de no impedir su realización, así como de garantizar la protección 

efectiva de su ejercicio. 

Artículo 5. Asuntos de interés público 

Reciben protección especial las reuniones y manifestaciones públicas 

sobre temas referidos al debate político o sobre asuntos de interés 

público.  
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Son asuntos de interés público aquellas materias en las cuales la sociedad 

tiene un legítimo interés de mantenerse informada, que afecta derechos o 

intereses generales, incide sobre el funcionamiento del Estado, o le 

acarrea consecuencias importantes. 

Artículo 6. Mecanismo de participación popular 

El ejercicio conjunto de los derechos de reunión y de petición constituye 

un mecanismo de participación y protagonismo del pueblo en ejercicio 

de su soberanía. 

Artículo 7. Participación libre del Estado 

La voluntad popular expresada a través de reuniones y manifestaciones 

públicas forma parte del proceso de formación de la opinión en el seno 

de la sociedad. En consecuencia: 

1. La intervención de los órganos del Estado en el proceso de la opinión 

pública sólo es admisible en virtud de disposiciones legales expresas, 

basadas en una legitimación constitucional válida; 

2. El Estado tiene el deber de mantener la debida neutralidad política e 

ideológica; 

3. El Estado no podrá privilegiar determinadas posiciones políticas, 

identificándose con ellas, como tampoco podrá perjudicar a otras por 

motivo de su contenido; 



 

 

Revista Electrónica de Investigación y Asesoría Jurídica de la Asamblea Nacional | Nº 1 Marzo-Julio 2016  pág. 147 
 

4. Los poderes públicos deben abstenerse de cualquier valoración positiva o 

negativa de las plurales expresiones ideológicas de la sociedad. 

Artículo 8. Limitaciones 

Pueden ser objeto de limitación especial, las reuniones en movimiento, 

las de libre acceso al público y las celebradas en lugares abiertos, 

únicamente en la medida en que resulte necesario y proporcional para 

impedir o repeler peligros para la seguridad y orden público. 

Artículo 9. Interpretación amplia 

No se consideran excluidas del ámbito de aplicación de la presente ley 

las reuniones y manifestaciones públicas, en las que se hubieran 

producido alteraciones de la seguridad y orden público, con peligro para 

personas o bienes.  

Artículo 10. El principio de la interpretación más favorable 

En caso de duda acerca de la interpretación de la presente ley, debe 

elegirse aquella interpretación que permita desarrollar en mayor medida 

la eficacia jurídica del derecho de reunión y manifestación pública.  

Artículo 11. Efectos recíprocos 

Las normas civiles, penales o administrativas, que impongan 

limitaciones a conductas relacionadas al ejercicio del derecho de reunión 

y manifestación pública deben ser interpretadas y aplicadas, tomando en 



 

 

Revista Electrónica de Investigación y Asesoría Jurídica de la Asamblea Nacional | Nº 1 Marzo-Julio 2016  pág. 148 
 

consideración la importancia de este derecho fundamental en el Estado 

democrático. 

TÍTULO II 

DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

Capítulo I 

Principios Generales del Procedimiento 

Artículo 12. Las condiciones más favorables 

Es obligación del Estado facilitar la generación de las condiciones más 

favorables para la práctica del derecho de reunión y manifestación 

pública. En consecuencia: 

5. El órgano competente deberá brindar la oportuna asesoría a los 

interesados, para el cabal cumplimiento de los requisitos necesarios para 

el ejercicio del derecho de reunión y manifestación pública; 

6. El órgano competente deberá agotar las vías de la conciliación y el 

debate, antes de dictar actos administrativos unilaterales que dificulten o 

impidan el ejercicio del derecho; 

7. El órgano competente deberá mantener abiertas las vías de 

comunicación, el contacto recíproco y el intercambio de información, 

con el objeto de lograr la mayor cooperación y confianza posibles. 
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Artículo 13. El deber de asesoría y consulta 

Los órganos con competencia en materia de reuniones y manifestaciones 

públicas tienen el deber de asesoría y consulta a los participantes del 

procedimiento, por lo cual: 

8. Antes de asumir medidas que prohíban o dificulten el ejercicio del 

derecho, debe informar de ello a los participantes, con un plazo que 

permita discutir los errores e insuficiencias y las medidas adecuadas para 

combatirlos; 

9.  La decisión definitiva sólo puede basarse en hechos y pruebas, sobre las 

cuales los participantes del proceso tuvieron la oportunidad de 

pronunciarse; 

10. Es necesario el agotamiento del debate acerca de los aspectos jurídicos 

relevantes;  

11. En los casos en que una concepción jurídica hubiera tomado un giro que 

no hubiera sido objeto del debate, que los participantes afectados no 

podían prever, el órgano competente tiene el deber de presentar a los 

participantes tal posición y abrir la posibilidad de que los mismos emitan 

un pronunciamiento al respecto. 
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Artículo 14. El principio de cooperación 

El derecho a la autodeterminación permite a los organizadores de la 

reunión configurar por sí mismo su interés en la participación, en 

consecuencia: 

12.  Si su derecho fundamental entra en conflicto con otros bienes jurídicos, 

los organizadores tienen la posibilidad de aportar sus consideraciones en 

el marco de la cooperación con el órgano administrativo; 

13. La mayor disposición a la cooperación, será directamente proporcional a 

la exigencia para los órganos del Estado de conducirse en forma 

favorable al ejercicio del derecho de participación política, e 

inversamente proporcional a la toma unilateral de decisiones por la 

Administración, que dificulten o impidan el ejercicio del derecho; 

14. A mayor cooperación en el procedimiento, entonces la decisión 

definitiva debe basarse con mayor fuerza en el deber de la 

Administración de realizar diligencias, aún de oficio, en la búsqueda de 

la verdad hechos concretos y no en simples presunciones. 

15. Las decisiones que dificulten o impidan el ejercicio del derecho 

presupone que hubiera sido imposible la cooperación con los 

organizadores, para establecer condiciones menos gravosas. 
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Artículo 15. La proporcionalidad en el procedimiento 

Los órganos administrativos resolverán los asuntos a que se refiere la 

presente ley, con la mayor celeridad posible. En consecuencia: 

16. En los casos en que la presente ley dispone de un plazo máximo, la 

actuación deberá producirse en el tiempo estrictamente necesario, sin 

agotar injustificadamente el lapso en su totalidad;  

17. En los casos en que hubiera transcurrido el lapso injustificadamente, se 

presumirá acordada en favor del organizador. Tal presunción sólo podrá 

ser anulada por un vicio de nulidad absoluta; 

18. La extemporaneidad de la actuación puede constituir una conculcación 

del derecho fundamental cuando responda a un ánimo dilatorio con el 

objetivo de impedir o entorpecer el ejercicio del derecho o cuando 

impida que los órganos judiciales se pronuncien con anterioridad a la 

fecha programada por los organizadores. 

Artículo 16. Competencia 

La competencia en materia de reuniones o manifestaciones públicas 

corresponde al alcalde o alcaldesa de la jurisdicción, o al funcionario que 

el mismo designe. 
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Artículo 17. Informalidad 

La notificación previa, así como los restantes actos de procedimiento que 

no requieran comparecencia personal, puede ser presentada de forma 

verbal o escrita, vía telefónica o por e-mail y otros medios electrónicos, 

ante cualquier funcionario de la Alcaldía, el cual deberá remitirla de 

inmediato al órgano competente. 

Artículo 18. Medios electrónicos 

Las notificaciones de los actos administrativos que se dicten en el ámbito 

de la presente ley, podrán ser realizadas a través de medios electrónicos, 

de conformidad con lo dispuesto en la Ley sobre Mensajes de Datos y 

Firmas Electrónicas. 

Artículo 19. Transparencia 

Las Alcaldías mantendrán actualizados en su página web, redes sociales 

y en sus restantes medios de comunicación, la información siguiente: 

a) Indicación del órgano competente en materia de reuniones o manifestaciones 

públicas, así como su dirección, horario de atención al público y demás datos de 

contacto; 

b) El registro de las reuniones o manifestaciones públicas que hubieran sido notificadas 

o informadas, con indicación del estado del procedimiento; 

c) Las medidas preventivas en materia de tránsito de vehículos y de personas, que se 

asuman en cada caso; 

d) La eventual notificación o el pronóstico acerca de contra-manifestaciones; 

e) Las medidas de seguridad que hubieran sido acordadas. 
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Capítulo II 
Del Deber de Notificación Previa 

Artículo 20. Permisión general 

Las reuniones o manifestaciones públicas no requieren de permiso previo 

para su realización.  

Artículo 21. Aplicación preferente 

La presente ley regula con carácter exhaustivo y excluyente el 

procedimiento administrativo en materia de reuniones o manifestaciones 

públicas.  

Las disposiciones de la presente ley son de aplicación preferente a lo 

dispuesto en otras leyes. No son exigibles los requisitos y permisos 

establecidos en otras leyes. 

Artículo 22. Deber de notificación 

Los organizadores de reuniones o manifestaciones públicas deberán 

notificarlo con por lo menos cuarenta y ocho (48) horas de anticipación, 

con indicación del lugar o itinerario escogido, día, hora y objeto general 

que se persigue, así como los datos de contacto del organizador de la 

actividad.  

Artículo 23. Finalidad 

La notificación tiene por objeto ofrecer la información necesaria, para 

que las autoridades puedan programar las regulaciones de tránsito y otras 
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medidas dirigidas a garantizar que el desarrollo de la reunión produzca la 

menor perturbación posible a los intereses de terceros y de la comunidad.  

La falta de respuesta de las autoridades competentes no impide la 

realización de la actividad programada. 

Artículo 24. Incumplimiento 

El incumplimiento del deber de notificación no será causa de prohibición 

o disolución de la reunión.  

Artículo 25. Las reuniones espontáneas 

El deber de notificar oportunamente no es exigible en el caso de 

reuniones espontáneas, las cuales se desarrollan sin ningún tipo de 

organización previa, de tal forma que la notificación resulta de imposible 

cumplimiento. 

Artículo 26. Deber de informar 

El órgano competente en materia de seguridad y orden público podrá 

interrumpir el desarrollo de reuniones y manifestaciones espontáneas, 

que no hubieran sido notificadas previamente, para requerir información 

acerca del tema, duración, lugar y desarrollo de la misma. 

Artículo 27. Las reuniones urgentes 

Se consideran reuniones urgentes, aquellas que son planificadas y tienen 

un organizador, pero que no pueden ser notificadas dentro del plazo 
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establecido en la presente ley, sin poner en riesgo el objetivo de la 

manifestación. 

Artículo 28. Liberación del plazo 

Las reuniones urgentes deben ser notificadas de inmediato, al tiempo que 

se toma la decisión de hacer la reunión, o a más tardar, al momento de 

hacerla pública. 

Capítulo III 
De las Limitaciones 

Artículo 29. Principio de necesidad 

Sólo serán admisibles limitaciones al ejercicio del derecho de reunión y 

manifestación, cuando otras medidas menos gravosas, tales como las 

medidas preventivas o las limitaciones leves resulten imposibles o sean 

desproporcionadas o irrazonables. 

Artículo 30. La imposición de condiciones preventivas 

El órgano competente en materia de reuniones o manifestaciones 

públicas podrá proponer la modificación de la fecha, lugar, duración, 

itinerario, niveles de sonido y otras modalidades de la reunión o 

manifestación pública, cuando existan razones fundadas para presumir, 

con una alta probabilidad, que puedan producirse alteraciones de la 

seguridad y orden público. 
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Artículo 31. La prohibición preventiva 

El órgano competente en materia de reuniones o manifestaciones 

públicas podrá acordar la prohibición preventiva, cuando existan razones 

fundadas para presumir, con una alta probabilidad, que los organizadores 

y sus colaboradores proyectan actos de violencia, o que por lo menos 

promueven un comportamiento de este tipo por parte de otras personas. 

Artículo 32. El lenguaje simbólico 

En el caso de la expresión de opiniones mediante conductas no verbales, 

como la quema de fotografías o símbolos, es aplicable lo dispuesto en el 

artículo siguiente. 

La expresión de opiniones mediante actos simbólicos, tales como arrojar 

objetos blandos, sólo puede ser considerada contraria a la amenaza 

seguridad y orden público, cuando hubieran sido realizadas con la 

intención de causar un daño a la integridad física. 

Artículo 33. Peligros derivados de lo expresado 

No pueden justificarse limitaciones al ejercicio del derecho de reunión y 

manifestación, en base al contenido de las expresiones o del contenido 

temático de la reunión, salvo que sean realizadas con la intención 

maliciosa de provocar gravemente una reacción de defensa legítima por 

un grupo ofendido. 
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Artículo 34. La alteración de la seguridad y orden público 

Se entiende que hay una amenaza en contra de la seguridad y orden 

público cuando existe un peligro inminente de comisión de hechos 

punibles, en contra de la vida, la salud, la libertad, la honra, la propiedad, 

así como la integridad del ordenamiento jurídico. 

Artículo 35. Principio de proporcionalidad 

Es tarea del órgano administrativo lograr un equilibrio entre los intereses 

en conflicto, bajo la consideración de la gravedad de la amenaza para la 

seguridad y orden público y su ponderación con respecto a la 

importancia del derecho de reunión y manifestación pública. 

Artículo 36. El pronóstico del peligro 

La intervención del Estado debe encontrarse basada en datos objetivos 

suficientes, derivados de circunstancias de hecho reconocibles, en 

hechos, situaciones y demás particularidades. No son suficientes meras 

sospechas. El peligro inminente debe encontrarse justificado en la 

cercanía temporal de la realización del daño y el grado de probabilidad. 

Capítulo IV 
De las Zonas de Seguridad 

Artículo 37. Las zonas de seguridad 

Se establece una zona de seguridad de 50 metros alrededor de la sede de 

la Asamblea Nacional; de los Consejos Legislativos de los Estados; de 
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los Concejos Municipales, de la Presidencia de la República, y del 

Tribunal Supremo de Justicia, dentro de la cual no pueden realizarse 

reuniones o manifestaciones públicas. 

En reuniones y manifestaciones multitudinarias puede establecerse una 

distancia mayor, para garantizar la seguridad frente al peligro inminente 

de un desarrollo violento. En todo caso, se tomará en consideración el 

interés del organizador en recibir la suficiente atención, mediante el 

mayor acercamiento posible al lugar con valor simbólico, con alcance 

sonoro y visual del objeto contra el cual se realiza la protesta. 

La autoridad competente establecerá las condiciones que deban 

cumplirse para garantizar el libre acceso a los edificios públicos, así 

como el nivel de ruido y otros factores que puedan impedir o perturbar 

las reuniones o funcionamiento de las autoridades del Estado. 

Artículo 38. Reserva legal 

Sólo por ley podrán establecerse, con carácter general, prohibiciones 

absolutas al ejercicio del derecho de reunión y manifestación. 

Quedan derogadas las habilitaciones dictadas en favor de los 

Reglamentos, para la prohibición de reuniones o manifestaciones en 

zonas de seguridad. 
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TÍTULO III 
LA INTERVENCIÓN POLICIAL 
 
Capítulo I 
Disposiciones Generales 

Artículo 39. Aplicación preferente 

La presente ley regula con carácter exhaustivo y excluyente la 

intervención de los órganos con competencia en materia de seguridad 

ciudadana, en el ámbito de reuniones o manifestaciones públicas.  

Las disposiciones de la presente ley son de aplicación preferente a lo 

dispuesto en otras leyes. Sólo son aplicables las leyes generales de 

policía administrativa, en los siguientes casos: 

1) Cuando se trate de combatir peligros que no tienen su origen 

específico en la reunión, tales como los derivados de la materia 

urbanística, de bomberos o de salud pública o, 

2) Cuando constituyan medidas menos gravosas a las establecidas en la 

presente ley, siempre que la intervención no afecte la finalidad de la 

reunión. 

Artículo 40. Deber de protección 

Los órganos con competencia en el mantenimiento y restablecimiento de 

la seguridad y el orden público tienen la obligación de garantizar que el 

ejercicio del derecho de reunión se realice en forma segura y sin 

interrupciones indebidas. 
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Artículo 41. La responsabilidad del peligro 

Las medidas administrativas y policiales deben dirigirse, en primer lugar, 

en contra de los perturbadores y responsables de la alteración o peligro 

para la seguridad y orden público. 

La intervención en contra de la reunión predominantemente pacífica sólo 

puede justificarse, bajo las condiciones especiales del estado de 

necesidad policial, a que alude el Artículo 44 de esta ley. 

Artículo 42. La contra-manifestación 

La contra-manifestación también recibe la protección del derecho de 

reunión y manifestación, en la medida en que se sirva de medios 

comunicativos y no tenga por finalidad impedir la reunión contraria con 

medios físicos. Una contra-manifestación que procura ocupar el lugar 

previsto para la reunión anunciada no pierde la protección del derecho de 

reunión. 

Artículo 43. Concordancia práctica 

En el caso que los contra-manifestantes se encuentren amparados por el 

derecho de reunión y manifestación, debe procurarse establecer un 

equilibrio para el ejercicio de ambos derechos.  
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Artículo 44. El estado de necesidad policial 

Sólo en caso de estado de necesidad policial, es admisible la afectación 

de un tercero, que no es responsable de la situación de peligro, dejando a 

salvo el derecho del afectado a ser debidamente indemnizado. 

Artículo 45. Condiciones para la afectación de terceros 

La afectación de un tercero, que no es responsable de la situación de 

peligro presupone: 

1) La existencia de un peligro grave que debe ser repelido;  

2) Que las medidas en contra del responsable no sean posibles, oportunas 

o capaces de alcanzar el fin perseguido; 

3) Que el órgano competente no sea capaz de repeler oportunamente el 

peligro, por sí mismo o con el apoyo de otros cuerpos policiales y,  

4) Que no suponga un peligro o afectación de bienes jurídicos de elevado 

valor del tercero no responsable. 

Artículo 46. El ejercicio del periodismo 

Los periodistas y camarógrafos que se encuentran realizando su labor en 

el marco de una reunión o manifestación pública, no deben ser 

molestados, detenidos, trasladados o sufrir cualquier otra limitación a sus 

derechos. Sus herramientas de trabajo no pueden ser objeto de 

incautación, sino por orden judicial. 
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Capítulo II 
Medidas de Intervención Policial 

Artículo 47. Condiciones de las medidas de intervención 

Sólo podrán acordarse las medidas de intervención policial previstas en 

la presente ley, cuando haya motivo suficiente para presumir, con una 

alta probabilidad, un peligro concreto o de un daño grave para la 

seguridad y el orden público. 

Los hechos deben ser imputables específicamente a la conducta del 

destinatario de la medida. No resulta suficiente la referencia genérica a la 

conducta de la multitud. 

El funcionario deberá exponer el motivo de la actuación. El deber de 

motivación es exigible al momento de la notificación, incluso verbal, de 

la medida de intervención, así como, posteriormente, en un informe 

policial. 

La medida deberá realizarse en el tiempo estrictamente necesario, 

evitando retardos injustificados, así como efectos discriminatorios y 

disuasivos de la participación en la reunión o manifestación pública. 

Artículo 48. Medidas que afectan el acceso 

Las medidas de determinación de identidad, de inspecciones y la 

detención cautelar en custodia sólo pueden ser realizadas en las vías o en 

lugares de acceso, o bien con posterioridad a la ejecución de medidas 
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que interrumpen o ponen fin al ejercicio del derecho de reunión y 

manifestación. 

Artículo 49. La determinación de identidad 

La determinación de identidad consiste en el requerimiento de los datos 

personales de identificación al ciudadano, con el objeto de establecer su 

identidad.  

Los medios aplicables para establecer la identidad dependen de la 

conducta concreta del individuo, su disposición a cooperar y de los 

indicios concretos sobre la veracidad de la información.  

En primer lugar, debe admitirse la información verbal de los datos 

personales. En caso de ser necesario, el afectado puede ser objeto de una 

inspección. Como ultima ratio, pueden ser realizadas medidas de 

reconocimiento. 

Las medidas de reconocimiento deben ser realizadas en el lugar, bien 

mediante la información ofrecida por otras personas, la comprobación 

por radio, la impresión de huellas dactilares, fotografías, y otras 

similares. 

Sólo cuando han sido agotados infructuosamente otros medios, o cuando 

su utilización se vincule a considerables dificultades, es admisible la 

detención. Cuando la medida exceda de tres (3) horas deberá requerirse 

sin demora la orden judicial o deberá dejarse a la persona en libertad. La 
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orden judicial tardía no convalida la contrariedad a derecho de la 

detención ilegal. 

Artículo 50. Las inspecciones 

Podrá la acordarse la inspección de personas y vehículos en las vías o en 

lugares de acceso a una reunión o manifestación, cuando haya motivo 

suficiente para presumir, con una alta probabilidad, que oculta objetos 

relacionados con un hecho punible contra la seguridad y el orden 

público.  

La inspección deberá realizarse con la presencia de dos testigos, 

respetando el pudor de las personas y por una persona del mismo sexo. 

Artículo 51. La detención cautelar en custodia 

La detención cautelar en custodia constituye una privación de libertad 

con fines preventivos, cuando sea indispensable para impedir la 

comisión inminente de un hecho punible contra la seguridad y el orden 

público. 

En caso de no haber sido posible obtener la orden judicial previa a la 

detención, la misma debe ser requerida dentro de dos o tres horas 

siguientes a la detención, con audiencia del detenido. 

Cuando no sea posible obtener sin demora la orden judicial deberá 

dejarse a la persona en libertad. La orden judicial tardía no convalida la 

contrariedad a derecho de la detención ilegal. 
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Artículo 52. La imposición de condiciones 

El órgano competente en materia de seguridad y orden público podrá 

establecer la modificación de las modalidades de ejecución de la reunión 

o manifestación pública.  

Sólo cuando la imposición de condiciones no resulte eficaz podrán 

aplicarse las medidas de suspensión, expulsión o disolución de la 

manifestación. 

Artículo 53. Medidas que ponen fin al ejercicio del derecho 

Son medidas que interrumpen o ponen fin al ejercicio del derecho de 

reunión y manifestación, la suspensión, la expulsión de un manifestante 

y la disolución.  

La suspensión es la interrupción provisional de una reunión o 

manifestación. 

La expulsión de un manifestante puede ser acordada en los casos en que 

su conducta afecte de forma grave el orden de la reunión. Tal requisito 

no se encuentra dado si la conducta del participante coincide con la 

finalidad de la reunión. 

La disolución es la terminación de una reunión o manifestación que se 

encuentra en curso, con la finalidad de dispersar al grupo de personas.  
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Artículo 54. Competencia 

Las medidas que interrumpen o ponen fin al ejercicio del derecho de 

reunión y manifestación sólo pueden ser dictadas por el funcionario de 

mayor jerarquía del cuerpo de policía municipal, con competencia en el 

control de la seguridad y el orden público en reuniones y 

manifestaciones públicas. 

Artículo 55. Eficacia de las medidas de intervención 

Para ser eficaces, las medidas de intervención policial deben ser 

comunicadas en forma independiente y clara, de forma tal que no dé 

lugar al error.  

La comunicación de la medida debe expresar su contenido en términos 

que permitan a los destinatarios reconocer que ha decaído la protección 

del derecho fundamental de reunión y manifestación.  

La comunicación de la medida será reiterada las veces necesarias, 

tomando en consideración la urgencia del peligro o la gravedad del daño 

causado. 

Artículo 56. Cumplimiento voluntario 

Al participante debe permitirse la posibilidad de terminar el ejercicio del 

derecho fundamental sin el uso de la fuerza por la policía, alejándose 

voluntariamente de la manifestación. No es admisible el cerco policial 

que impida el alejamiento voluntario de los manifestantes. 
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Las medidas de intervención policial sólo pueden ser objeto de ejecución 

coactiva cuando han sido comunicadas eficazmente y se hubiera 

concedido un tiempo razonable para su cumplimiento voluntario. 

Artículo 57. Aplicación subsidiaria 

La orden de abandonar el lugar, la incautación, la detención y otras 

medidas basadas en leyes generales de policía, sólo serán aplicables 

cuando hubieran sido agotadas las medidas que ponen fin al ejercicio del 

derecho de reunión y manifestación, previstas en la presente ley. 

Capítulo III 
El Uso de la Fuerza 

Artículo 58. Competencia 

Las tareas de mantenimiento y restablecimiento de la seguridad y el 

orden público en el ámbito de reuniones y manifestaciones públicas son 

competencia de los cuerpos de policía municipal. 

Artículo 59. Principio de suficiente capacidad 

La dimensión y estructura organizativa de los órganos con competencia 

en materia de seguridad y orden público serán proporcionales y 

consistentes con los fines y propósitos que les han sido asignados. 

En caso de reuniones y manifestaciones públicas que excedan la 

capacidad de los cuerpos de policía municipal, los mismos deberán 

requerir apoyo oportuno de otros cuerpos policiales municipales, 
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estadales y nacional, quienes actuarán bajo la coordinación del cuerpo de 

policía municipal competente por el territorio.  

Los demás cuerpos policiales se encuentran en la obligación de prestar la 

colaboración requerida. 

Artículo 60. La Fuerza Armada Nacional  

Excepcionalmente, en determinadas situaciones de emergencia, puede 

admitirse la intervención de la Fuerza Armada Nacional, en cuyo caso 

estará autorizada para proteger objetos civiles y asumir tareas de 

regulación del tráfico, o para prevenir un peligro inminente para la 

existencia o el régimen fundamental de libertad y democracia de la 

Nación, cuando no resultaren suficientes las fuerzas de policía civil. 

Artículo 61. Prohibiciones absolutas 

Se prohíbe en forma absoluta el uso de armas de fuego y sustancias 

tóxicas en el control de reuniones y manifestaciones públicas. En ningún 

caso será admisible la afectación del derecho a la integridad física, a la 

salud y a la vida de terceras personas no responsables.  

Sólo excepcionalmente, podría admitirse la utilización de otros medios 

en contra de una multitud, aún cuando puedan resultar afectados 

intereses de terceras personas no responsables, cuando se trate de una 

afectación leve y tolerable y resulte indispensable para proteger bienes 

jurídicos de elevado valor.  
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Artículo 62. El uso de la fuerza  

El uso de la fuerza es un recurso último que debe ser utilizado 

únicamente para impedir un hecho de mayor gravedad que el que 

provoca la reacción estatal.  

El uso legítimo de la fuerza pública implica, entre otros factores, que 

ésta debe ser idónea, necesaria y proporcional con respecto al objetivo 

legítimo que se persiga, reduciendo al mínimo las lesiones personales y 

la pérdida de vidas humanas. 

Artículo 63. La coerción directa 

La coerción directa es la aplicación del funcionario de fuerza física, o de 

medios auxiliares a la fuerza física, sobre personas o cosas, los cuales 

pueden ser empleados contra brazos y piernas de personas, evitando 

lesiones graves. 

El procedimiento se inicia con la elección del medio idóneo y 

proporcional, el cual debe ser objeto de notificación a los destinatarios 

de la medida.  

La finalidad de la amenaza reside en dar oportunidad al afectado de 

asumir un comportamiento que haga innecesaria la aplicación de la 

fuerza. Para ello, debe acordarse un tiempo razonable entre la amenaza y 

la aplicación de la fuerza.  
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Sólo cuando la amenaza de aplicar la medida de coerción ha resultado 

infructuosa, el órgano de policía establece su firmeza y procede a su 

aplicación. 

Artículo 64. El uso mortal de la fuerza 

La aplicación de una medida por parte de los órganos de seguridad 

ciudadana, que seguramente sea capaz de producir la muerte de una 

persona es sólo admisible cuando constituya la única forma de repeler un 

peligro actual e inminente de la vida de la funcionaria o funcionario 

policial o de un tercero u otro bien jurídico, cuyo sacrificio no pueda ser 

razonablemente exigible. 

Una medida de tal naturaleza tiene carácter extraordinario, solamente 

admisible en casos extremos. Los elementos constitutivos de la causal de 

justificación deben encontrarse dados en su nivel máximo: 

1) En cuanto al elemento relativo a la existencia de un peligro actual e 

inminente para el funcionario o un tercero, sólo puede considerarse como 

tal que exista certeza de la existencia del peligro; 

2) El uso de la fuerza mortal no es admisible en personas distintas del 

agresor. Sólo es admisible cuando exista certeza de la responsabilidad 

del autor del peligro. La responsabilidad del autor del peligro debe ser 

inmediata. Debe tratarse de la causa directa del peligro y no la causa 

remota de un eventual peligro que dependa de la participación de 

factores externos a la voluntad del sujeto; 
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4) El principio de actualidad supone que el sujeto contra quien se dirige 

la medida de coerción aún tenga el control de los efectos que se 

pretenden repeler y exista una obligación legal de su parte para hacerlos 

cesar. Si, por el contrario, los propios órganos de seguridad del Estado 

pueden impedir que se produzca el daño, tal remedio será de aplicación 

preferente;  

5) En todo caso deben ser agotadas las negociaciones intensivas con el 

perturbador, con el objeto de procurar que abandone su objetivo; 

El principio de proporcionalidad supone una valoración de los bienes 

jurídicos en conflicto, que tome en consideración todas las circunstancias 

del caso. Es determinante de tal valoración que el agresor ilegítimo 

hubiera podido evitar las consecuencias del hecho, sólo con abstenerse 

de realizar la agresión ilegítima. 

Artículo 65. La responsabilidad del Estado 

Solo son relevantes parámetros objetivos para la determinación de la 

conformidad a derecho de las medidas de la autoridad competente. No 

son eximentes ni atenuantes de la responsabilidad del Estado, 

circunstancias tales como la urgencia, la capacidad de valoración y de 

juzgamiento, así como tampoco del grado de conocimiento jurídico del 

funcionario. 
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Artículo 66. Causas de justificación 

Las causas de justificación del derecho penal y civil no pueden servir de 

fundamento a una orden del superior jerárquico, ni pueden considerarse 

como normas atributivas de competencia. Tampoco son aplicables para 

para determinar la conformidad a derecho de la actuación del 

funcionario.  

Excepcionalmente, cuando el funcionario se encuentre en una situación, 

en la que predominan los elementos personales, como por ejemplo 

cuando, en una situación de tumulto queda aislado sin el respaldo del 

cuerpo de policía, entonces sería admisible la defensa legítima de la vida 

e integridad física, tomando en todo caso en consideración las ventajas 

que derivan de su entrenamiento y de las armas que se encuentra 

autorizado a portar. 

Artículo 67. Capacitación 

Los órganos competentes deberán adoptar las medidas necesarias para 

formar y capacitar a todos los miembros de sus cuerpos armados y de sus 

organismos de seguridad sobre los principios y normas de protección de 

los derechos humanos y sobre los límites a los que debe estar sometido el 

uso de la fuerza por parte de los funcionarios encargados de hacer 

cumplir la ley, aun bajo los estados de excepción. 
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Artículo 68. Planes operativos 

Los órganos competentes deberán ajustar los planes operativos 

tendientes a encarar las perturbaciones del orden público a las exigencias 

del respeto y protección de tales derechos, adoptando, entre otras, las 

medidas orientadas a controlar la actuación de todos los miembros de los 

cuerpos de seguridad en el terreno mismo de los hechos para evitar que 

se produzcan excesos. 

TÍTULO IV 
DE LA RESPONSABILIDAD PENAL Y ADMINISTRATIVA 
 
Capítulo I 
Disposiciones Generales 

Artículo 69. Aplicación preferente 

La presente ley regula con carácter exhaustivo y excluyente los delitos y 

las penas aplicables por conductas cometidas en el ámbito de reuniones o 

manifestaciones públicas.  

Las disposiciones de la presente ley son de aplicación preferente a lo 

dispuesto en otras leyes penales y administrativas. Sólo son aplicables 

las leyes penales y administrativas generales, en los siguientes casos: 

1) Cuando se trate de combatir peligros que no tienen su origen 

específico en la reunión o manifestación y, 

2) Cuando impongan menor pena a las establecidas en la presente ley. 
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Artículo 70. Límites de la potestad sancionatoria  

La potestad sancionatoria del Estado no puede ser aplicada de forma que 

produzca un sacrificio innecesario o desproporcionado en el ámbito 

protegido por el derecho de reunión y manifestación pública, o que tenga 

un efecto disuasivo o desalentador de su ejercicio. 

Artículo 71. Principio de subsidiariedad 

La imposición de sanciones penales y administrativas son el último 

medio disponible, para proteger un interés de la colectividad, cuando la 

conducta incriminada, resulte especialmente dañina e insoportable para 

la vida en sociedad; cuando su impedimento resulta especialmente 

urgente. 

Artículo 72. El principio de culpa 

Las reuniones y manifestaciones públicas constituyen en el ejercicio 

colectivo de un derecho individual. Sin embargo, la responsabilidad 

penal y administrativa sólo puede ser establecida en base a la 

individualización del autor, con estricta precisión de la conducta que le 

es imputable. 

Artículo 73. Interpretación del tipo 

La constatación, valoración e interpretación de los elementos del tipo 

penal debe tomar en consideración la importancia del derecho de reunión 

y manifestación, en el orden de valores de la Constitución. 
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Capítulo II 
Causas de Justificación 

Artículo 74. El ejercicio de un derecho fundamental 

El hecho no es punible, cuando la valoración del ejercicio del derecho 

fundamental determine su prevalencia con respecto a los bienes jurídicos 

protegidos por la norma sancionatoria. 

Artículo 75. Valoración del derecho de reunión 

Se presume la prevalencia del derecho de reunión y manifestación 

pública con respecto a los bienes jurídicos protegidos por la norma 

sancionatoria, cuando el impedimento del tránsito y de otros intereses en 

el uso del espacio público hubieran constituido meros efectos 

secundarios socialmente-adecuados e inevitables, por la presencia física 

de los manifestantes. 

La protección especial decae en la medida en que el impedimento de los 

terceros hubiera sido intencional, con la específica finalidad de llamar la 

atención con mayor fuerza hacia el tema de la reunión o manifestación y 

puedan ponerse en peligro grave bienes jurídicos personas o cosas o, con 

la específica finalidad de impedir por vías de hecho el ejercicio del 

derecho de los demás o las facultades de los órganos del Estado. 

Artículo 76. Valoración de la libertad de expresión 

Se presume la prevalencia de la libertad de expresión con respecto a los 

bienes jurídicos protegidos por la norma sancionatoria, cuando verse 
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sobre temas referidos al debate político o sobre asuntos de interés 

público. 

Artículo 77. Asuntos de interés público 

Son asuntos de interés público aquellas materias en las cuales la sociedad 

tiene un legítimo interés de mantenerse informada, de conocer lo que 

incide sobre el funcionamiento del Estado, o afecta derechos o intereses 

generales o le acarrea consecuencias importantes; 

Se consideran asuntos de interés público especialmente aquellas 

opiniones o informaciones sobre: 

a) La idoneidad de una persona para el desempeño de un cargo público; 

b) Los actos realizados por funcionarios públicos en el desempeño de sus 

labores; 

c) El funcionamiento de las instituciones públicas o privadas del Estado; 

d) Denuncias sobre conductas presuntamente cometidas por autoridades 

o funcionarios públicos. 

Artículo 78. El ejercicio del derecho de resistencia 

No es punible el que cometa la infracción con el objeto de restablecer la 

vigencia de la Constitución, cuando hubiera dejado de observarse por 

acto de fuerza o porque fuere derogada por cualquier otro medio distinto 

al previsto en ella. 
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Artículo 79. El ejercicio del derecho de revolución 

No es punible el que cometa la infracción con el objeto de resistir a 

cualquier orden que atente a sus derechos, libertades y garantías, cuando 

no sea posible recurrir a la autoridad pública. 

Artículo 80. El exceso en el ejercicio del derecho 

El hecho no es punible, cuando sea el resultado de excesos en el ejercicio 

del derecho fundamental, siempre que éstos no alcancen a 

desnaturalizarlo o desfigurarlo. Tal es el caso, cuando el acto aún se 

ajusta al contenido y finalidad del ejercicio del derecho fundamental, de 

forma que la sanción penal o administrativa podría tener un efecto 

disuasorio o desalentador de su ejercicio. 

Capítulo III 
De las Penas 

Artículo 81. La determinación de la pena 

Toda pena debe estar en adecuada proporción con la gravedad del hecho 

punible y la culpa del delincuente.  

En la determinación de la pena se tomará en consideración el motivo de 

la acción y la finalidad política, así como si se trató de una acción con 

provecho propio u orientada al bien común. 
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Artículo 82. Tumulto, agavillamiento y asociación 

El simple ejercicio colectivo del derecho de reunión y manifestación no 

será causa de agravante de la pena o de aplicación de los delitos de 

tumulto, agavillamiento o asociación para delinquir.109 

Artículo 83. La pena de servicios a la comunidad 

Consiste en tareas de interés general que debe realizar el infractor, en 

forma gratuita, durante una jornada que no perjudique la asistencia a 

instituciones educativas o la jornada normal de trabajo. 

Las tareas a que se refiere este artículo deberán ser asignadas, según la 

formación, destrezas, capacidades y demás habilidades del infractor, en 

servicios asistenciales o en programas comunitarios públicos que no 

impliquen riesgo o peligro para el infractor ni menoscabo para su 

dignidad. 

                                           

 

109 Modifica los arts. 217; 286 al 292; del Código Penal y el art. 37 de la Ley Orgánica contra la Delincuencia 
Organizada y Financiamiento al Terrorismo 
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Capítulo IV 
De los Delitos contra el Derecho de Reunión 

Artículo 84. Impedimento del derecho 

Los que impidieren el legítimo ejercicio de las libertades de reunión o 

manifestación, o perturbaren gravemente el desarrollo de una reunión o 

manifestación lícita serán castigados con la pena de prisión de dos a tres 

años si los hechos se realizaran con violencia, y con la pena de prisión de 

tres a seis meses o multa de cincuenta unidades tributarias (50 U.T.) a 

doscientas unidades tributarias (200 U.T.),110 si se cometieren mediante 

vías de hecho o cualquier otro procedimiento ilegítimo. 

Artículo 85. Uso de armas y artefactos explosivos  

El porte y uso de armas o de sustancias explosivas o incendiarias en 

contra de una reunión o manifestación, será castigado conforme a la ley 

penal.  

Artículo 86. Instigación de autoridades 

Los delitos perpetrados por personas que actúen a instigación de 

funcionarios públicos o con su consentimiento o a causa de su omisión 

                                           

 

110 El valor actual de la Unidad Tributaria (U.T.) es de Bs. 177,00, según la Gaceta Oficial 40.846 del 11 de 
febrero de 2016 
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injustificada, serán castigados con la pena establecida para el delito 

cometido, más el aumento de una sexta a una tercera parte.  

Con la misma pena será castigado el funcionario que hubiera instigado a 

la comisión del delito u omitido injustificadamente intervenir para 

impedirlo. 

Artículo 87. Delitos perpetrados por funcionarios 

Cuando el delito hubiera sido perpetrado por funcionarios de cuerpos de 

seguridad del Estado en contra de la libertad de reunión o manifestación, 

la pena establecida se aumentará al duplo, a no ser que la ley ya hubiere 

tenido en cuenta, con tal fin, la cualidad de funcionario público. 

Artículo 88. Responsabilidad de funcionarios 

El juez contencioso-administrativo que declare la contrariedad a derecho 

de una medida que hubiera afectado o impedido el ejercicio del derecho 

de reunión y manifestación pública, además del restablecimiento de la 

situación jurídica infringida, impondrá al funcionario responsable las 

sanciones siguientes: 

1) Por la infracción del deber de asesoría y consulta a los participantes 

del procedimiento, la sanción de amonestación escrita; 

2) Por el retardo injustificado, con ánimo dilatorio del procedimiento 

administrativo, la sanción de amonestación escrita, o de suspensión en el 

ejercicio del cargo, según la gravedad del caso; 
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3) Por la infracción del deber de mantener la debida neutralidad política 

e ideológica, una sanción de amonestación escrita, o de suspensión en el 

ejercicio del cargo, según la gravedad del caso; 

4) El funcionario público que prohíba una reunión o la disuelva fuera de 

los casos expresamente permitidos por la presente ley, será castigado con 

la pena de destitución e inhabilitación para el ejercicio de cargos 

públicos de seis a doce meses y multa de doscientas unidades tributarias 

(200 U.T.) a seiscientas unidades tributarias (600 U.T.). 

5) En caso de reincidencia el funcionario será castigado con la pena de 

destitución e inhabilitación para el ejercicio de cargos públicos de seis a 

doce meses y multa de doscientas unidades tributarias (200 U.T.) a 

seiscientas unidades tributarias (600 U.T.). 

Capítulo V 
De los Delitos de Opinión 

Artículo 89. Instigación a delinquir 

Cualquiera que instigare públicamente a otro u otros a ejecutar actos con 

ocasión de una reunión o manifestación, en contravención a las leyes, 

será castigado con una tercera parte del delito instigado.111 

                                           

 

111 Equivalente al art. 283 del Código Penal 



 

 

Revista Electrónica de Investigación y Asesoría Jurídica de la Asamblea Nacional | Nº 1 Marzo-Julio 2016  pág. 182 
 

Artículo 90. Intimidación pública 

El que, con ocasión de una reunión o manifestación, hubiera exhortado a 

la guerra civil o forme un cuerpo armado con la intención de exponer 

alguna parte de la República a la devastación o al saqueo, será castigado 

con prisión de dieciocho meses a cinco años. Si la tentativa se efectuare, 

siquiera en parte, se impondrá la pena de presidio de cinco a nueve 

años.112 

Artículo 91. Instigación a la desobediencia o al odio 

Quien, con ocasión de una reunión o manifestación, instigare a la 

desobediencia de las leyes o al odio entre sus habitantes o hiciere 

apología de hechos que la ley prevé como delitos, de modo que perturbe 

gravemente la tranquilidad pública, será castigado con pena de servicios 

a la comunidad de veintiséis horas a ochenta horas.113 

Artículo 92. Requisitos 

Sólo es punible la instigación o la intimidación cuando: 

                                           

 

112 Equivalente al artículo 293 del Código Penal 
113 Equivalente al art. 285 del Código Penal 
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1) Se establezca con precisión del contenido de los discursos o 

declaraciones el delito instigado, la presunta víctima y el destinatario del 

mensaje; 

2) La instigación tenga posibilidades reales de generar una reacción en el 

destinatario; 

3) La expresión no constituya un aporte para la formación de la opinión 

pública. 

Artículo 93. Causar pánico o zozobra 

Todo individuo que, con ocasión de una reunión o manifestación, por 

medio de informaciones falsas difundidas por cualquier medio impreso, 

radial, televisivo, telefónico, correos electrónicos o escritos panfletarios, 

cause pánico en la colectividad o la mantenga en zozobra, será castigado 

con pena de servicios a la comunidad de veinticuatro horas a ochenta 

horas.114 

Artículo 94. Ultraje al funcionario público 

El que, con ocasión de una reunión o manifestación, de palabra u obra 

ofendiere el honor, la reputación o el decoro de algún funcionario 

público, por hechos u opiniones que no guarden relación directa o 

                                           

 

114 Equivalente al art. 296-A del Código Penal 
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indirecta con el ejercicio de su cargo o con la capacidad moral o 

intelectual para su ejercicio, será castigado con pena de servicios a la 

comunidad de doce horas a cuarenta horas.115 

Artículo 95. Vilipendio a las instituciones del Estado 

Cualquiera que vilipendiare públicamente a la Asamblea Nacional, al 

Tribunal Supremo de Justicia o al Gabinete o Consejo de Ministros, así 

como a alguno de los consejos legislativos de los estados o algunos de 

los tribunales superiores, será castigado con pena de servicios a la 

comunidad de veinticuatro horas a ochenta horas. 

Artículo 96. Ofensa contra los símbolos pátrios 

Cualquiera que, con la intención de atentar contra la independencia y la 

seguridad de la Nación, por desprecio arrebatare, rompiere o destruyere 

en un lugar público o abierto al público, la bandera nacional u otro 

emblema de la República, será castigado con pena de servicios a la 

comunidad de veintiséis horas a ochenta horas.116 

                                           

 

115 Equivalente a los arts. 222 al 224; 147, 148 del Código Penal 
116 Equivalente al art. 141 del Código Penal 
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Artículo 97. Perturbación de la tranquilidad pública 

Todo el que, con ocasión de una reunión o manifestación, con gritos o 

vociferaciones, con abuso de campanas u otros instrumentos, o 

valiéndose de ejercicios o medios ruidosos, haya perturbado las 

reuniones públicas o las ocupaciones o reposo de los ciudadanos y 

ciudadanas, será penado con pena de servicios a la comunidad 

veinticuatro horas a sesenta horas. 117 

Artículo 98. Intencionalidad 

La expresión de opiniones, incluso mediante conductas no verbales, sólo 

es penalmente relevante cuando hubiera sido realizado con la intención 

de producir un efecto dañino. 

Se presume la ausencia del dolo malicioso, salvo prueba en contrario. En 

los delitos previstos en este Capítulo, el dolo consiste en el conocimiento 

por el autor del grado de inmediatez del peligro, la falsedad de la 

información o el exceso de la ofensa y la voluntad de producir el efecto 

dañino. 

Se presume excluido el dolo específico de causar un daño, cuando 

existan elementos que indiquen la intención de burlarse jocosamente, de 

                                           

 

117 Equivalente al art. 506 del Código Penal 
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defenderse de una agresión, de narrar o informar un hecho o de opinar 

sobre un asunto de interés público. 

Artículo 99. Insuficiencia del nivel de peligro 

A los efectos de los delitos establecidos en este Capítulo, no se entenderá 

dado el peligro que afecte la tranquilidad pública por el eventual efecto 

psicológico de lo expresado.  

En el caso de la protección de la tranquilidad pública se requiere que lo 

expresado hubiera generado hechos graves de violencia pública, que 

constituyan un peligro individualizable, concreto y palpable al bien 

jurídico protegido. 

Artículo 100. El análisis de lo expresado 

El análisis de la presunta instigación debe tomar en consideración el 

sentido literal de lo expresado. Cuando, bajo la consideración de el 

contexto general y el trasfondo de la situación social y política, se trate 

de expresiones con varios significados posibles, debe asumirse el sentido 

más favorable a quien se expresa. 

Capítulo VI  
De los Delitos contra el Orden Público 

Artículo 101. Desacato a la prohibición 

Los organizadores de cualquier reunión o manifestación que convocaren 

o celebraren de nuevo una reunión o manifestación que hubiese sido 
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previamente suspendida o prohibida, con la intención de alterar la paz 

pública, serán castigados con la pena de servicios a la comunidad de 

doce horas a cuarenta horas. 

Artículo 102. Obstaculización de vías 

Quien, con ocasión de una reunión o manifestación, ponga obstáculos en 

una vía de circulación de cualquier medio de transporte, será castigado 

con pena de servicios a la comunidad de veinticuatro horas a ochenta 

horas.118 

Artículo 103. Cumplimiento voluntario de la disolución 

Si al requerimiento de la autoridad se disolviere voluntariamente la 

reunión o manifestación pública, las personas que hubieren hecho parte 

de ella no incurrirán en ninguna responsabilidad criminal por los hechos 

previstos en los artículos precedentes. 

Artículo 104. Uso de armas y artefactos explosivos  

Todo individuo que, con ocasión de una reunión o manifestación, con el 

solo objeto de producir terror en el público, disparen armas de fuego o 

lancen sustancias explosivas o incendiarias, se castigará con pena de 

                                           

 

118 Equivalente al artículo 357 del Código Penal 
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prisión de dos a cinco años y multa de cien unidades tributarias (100 

U.T.) a trescientas unidades tributarias (300 U.T.).119 

Artículo 105. Porte de armas 

Los asistentes a una reunión o manifestación que porten armas u otros 

medios igualmente peligrosos serán castigados con la pena de prisión de 

uno a dos años y multa de cincuenta unidades tributarias (50 U.T.) a 

doscientas unidades tributarias (200 U.T.). El juez podrá rebajar en la 

pena señalada en un tercio, atendiendo a los antecedentes del sujeto, 

circunstancias del caso y características del arma o instrumento portado. 

Capítulo VII 
De los Delitos contra las Instituciones Públicas 

Artículo 106. Resistencia a la autoridad 

El que, con ocasión de una reunión o manifestación, amenace a un 

funcionario público, con el fin de intimidarlo para hacer o dejar de hacer 

algo propio de sus funciones, será castigado con pena de servicios a la 

comunidad de treinta y dos horas a ciento veinte horas.120 

                                           

 

119 Equivalente al art. 296 y 297 del Código Penal 
120 Equivalente al art. 215 del Código Penal 
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Artículo 107. Perturbar el funcionamiento de instituciones 

El que, con ocasión de una reunión o manifestación, use de violencia o 

amenaza para impedir o perturbar las reuniones o funcionamiento de los 

cuerpos legítimamente constituidos, judiciales, políticos, electorales o 

administrativos o de sus representantes o de otra autoridad o institutos 

públicos o para influir en sus deliberaciones, será castigado con las penas 

establecidas en el artículo precedente. 121 

Artículo 108. Oposición con violencia o amenaza 

Cualquiera que, con ocasión de una reunión o manifestación, use de 

violencia o amenaza para hacer oposición a algún funcionario público en 

el cumplimiento de sus deberes oficiales, o a los individuos que hubiere 

llamado para apoyarlo, será castigado con pena de servicios a la 

comunidad de veinticuatro horas a ochenta horas.122 

Artículo 109. Excepción de ilegalidad 

El hecho sólo es punible, cuando la actuación del funcionario no sea 

conforme a derecho, incluso cuando el autor del hecho hubiera 

                                           

 

121 Equivalente al art. 216 del Código Penal 
122 Equivalente al art. 218 del Código Penal 
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considerado erróneamente que la actuación del funcionario era conforme 

a derecho. 123 

Capítulo VII I 
De los delitos contra la seguridad de los medios de transporte y 
comunicación 

Artículo 110. Daños a los sistemas de transporte 

Quien, con ocasión de una reunión o manifestación, produzca daño a los 

puertos, muelles, aeropuertos, oleoductos, gasoductos, oficinas, talleres, 

obras, aparatos, tuberías, postes, cables u otros medios empleados para 

los sistemas de transporte, servicios públicos, informático o sistema de 

comunicación, pertenezcan o no a las empresas estatales, serán penados 

con pena de servicios a la comunidad de sesenta horas a ciento treinta 

horas. 124 

Artículo 111. Destrucción o deterioro de caminos y obras  

Fuera de los casos previstos en los artículos precedentes, todo individuo 

que por algún medio cualquiera haya destruido, en todo o en parte, o 

hecho impracticables los caminos u obras destinados a la comunicación 

pública por tierra o por agua, o bien remueva con tal fin los objetos 

destinados a la seguridad de dichos caminos y obras, será castigado con 

                                           

 

123 Equivalente al art. 220 del Código Penal 
124 Equivalente al art. 360 del Código Penal 
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pena de servicios a la comunidad de ochenta horas a ciento cuarenta 

horas. 125 

Capítulo IX 
De los Delitos Contra la Propiedad 

Artículo 112. Daños a la propiedad 

El que, con ocasión de una reunión o manifestación, haya destruido, 

aniquilado, dañado o deteriorado las cosas, muebles o inmuebles, que 

pertenezcan a otro, será castigado, a instancia de parte agraviada, con 

pena de servicios a la comunidad de sesenta horas a ciento treinta horas, 

sin perjuicio de la indemnización que corresponda.126 

Capítulo X 
De los Delitos Contra la Conservación de los Intereses Públicos y 
Privados 

Artículo 113. Incendio y otros delitos de peligro común 

El que haya incendiado algún edificio u otras construcciones, o depósitos 

de materias combustibles, o haya ocasionado una inundación, con la 

intención de poner en peligro a terceras personas será penado, siempre 

                                           

 

125 Equivalente al art. 362 del Código Penal 
126 Equivalente al art. 473 del Código Penal 
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que el peligro se hubiera producido, con pena de servicios a la 

comunidad de ochenta horas a ciento cuarenta horas. 127 

TÍTULO V 
DE LA PROTECCIÓN JUDICIAL 

Artículo 114. Competencia judicial 

Corresponde a los Juzgados Superiores Estadales de la Jurisdicción 

Contencioso Administrativa la competencia para conocer de las 

demandas que se ejerzan en contra de los actos, vías de hecho y 

omisiones de los órganos competentes en materia de reuniones o 

manifestaciones públicas, así como de las actuaciones de los 

funcionarios encargados del control de la seguridad y el orden público. 

Será aplicable el procedimiento breve previsto en la Ley Orgánica de la 

Jurisdicción Contencioso Administrativa. 

Artículo 115. Interesados 

El legitimado activo debe ser por sí mismo titular de un interés 

individual, colectivo o difuso. Se presume la existencia del interés en 

obtener una tutela judicial, en casos de una afectación grave en el 

derecho fundamental. 

                                           

 

127 Equivalente a los arts. 343, 346, 347, 349, 350, 351, 352, 353, 354 y 356 del Código Penal 
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Artículo 116. Sentencias declarativas 

Cuando ya no se encuentre vigente el acto administrativo o se hubiera 

cumplido la actuación material, el afectado puede hacer valer su interés 

jurídico actual, en obtener un pronunciamiento judicial, acerca de sí la 

conducta fue conforme a derecho, o sí por el contrario, hubiera 

constituido una infracción a los derechos del particular afectado. 

TÍTULO VI 
DISPOSICIONES DEROGATORIAS 

Artículo 117. Disposición derogatoria 

Quedan derogadas las disposiciones que colidan con la presente ley. 

Quedan derogados los artículos 41 al 53 de la Ley de Partidos Políticos, 

Reuniones Públicas, y Manifestaciones, publicada en Gaceta Oficial Nº 

6.013 Extraordinario del 23 de diciembre de 2010. 

Quedan derogadas las disposiciones contenidas en leyes nacionales, 

estadales y municipales, que regulan el ejercicio del derecho de reunión 

y manifestación, especialmente, las que se refieren a las zonas de 

seguridad. 

TÍTULO VII  
DISPOSICIONES FINALES 

Artículo 118. Vigencia 

Esta Ley entrará en vigencia a partir de su publicación en Gaceta Oficial. 
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Dada, firmada y sellada en el Palacio Federal Legislativo, sede de la 

Asamblea Nacional, en Caracas, a los _______días del mes 

de_________ de dos mil _________. Año 205º de la Independencia y 

157º de la Federación. 


